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  SALA LABORAL

      PEREIRA - RISARALDA


Demandante: Reinerio Moscoso Ospina.

Demandado: Instituto Nacional de Concesiones –INCO- y Autopistas de Café S.A. 


-----------------------------------------------------------------------------


MAGISTRADO PONENTE: ILDEFONSO MUÑOZ CARDONA


Pereira Risaralda, enero veintinueve [29] de dos mil nueve [2009]. 

Dentro del término estipulado en los artículos 86 de la Constitución Nacional y 29 del Decreto 2591 de 1991, se resuelve en primera instancia la Acción de Tutela impetrada por Reinerio Moscoso Ospina contra el Instituto de Concesiones –INCO- y Autopistas del Café S.A. que pretende la protección de los  derechos fundamentales a la igualdad, al libre desarrollo de la personalidad jurídica y al trabajo.
El proyecto, una vez revisado y discutido, fue aprobado por el resto de integrantes de la Sala y corresponde a lo siguiente,

I. PETICIONES (fl.  2)

“Con fundamento en los hechos narrados, respetuosamente solicito al señor juez se le tutele el derecho fundamental de petición consagrado en el artículo 25 y 13 de la Constitución Nacional para que se ordene al INSTITUTO NACIONAL DE CONCESIONES INCO y AUTOPISTAS DEL CAFÉ dar una solución pronta y efectiva y nos hagan vias de acceso a nuestro lugar de trabajo, ya que debido a esta situación nuestra condición económica y nuestro trabajo se ha visto afectado”.

II. IDENTIFICACION DEL ACCIONANTE

Se trata del señor Reinerio Moscoso Ospina, identificado con la cédula de ciudadanía N° 111.301.440 expedida en Girardot, domiciliado en el Municipio de Desquebrada, donde reside en la Calle 81 N° 15-57 con carrera 16, teléfono 312 714 2784.
III. AUTORIDADES ACCIONADAS
Las autoridades accionadas son el Instituto Nacional de Concesiones –INCO- y la sociedad Autopistas del Café S.A.
IV. DE LOS DERECHOS QUE SE INVOCAN COMO VULNERADOS
Se invoca la tutela de los derechos fundamentales a la igualdad, al libre desarrollo de la personalidad jurídica y al trabajo.
V. ANTECEDENTES

Manifiesta el accionante que es propietario de un lote ubicado en el Municipio de Dosquebradas, donde ejerce una actividad comercial, que él y algunos comerciantes del sector se han visto afectados por unos andenes que han construido sin dejar entrada para sus negocios, lo que ha generado disminución de las ventas y por ello les ha tocado despedir empleados, se trata de un problema económico, de la vulneración del derecho al trabajo y de discriminación porque a los dueños de almacenes de renombre si les dejaron vías de acceso a sus locales.
VI. RESPUESTAS DE LAS AUTORIDADES ACCIONADAS
Una vez notificados de la existencia del presente medio de protección, los accionados allegaron escritos de la siguiente forma:
El Instituto Nacional de Concesiones –INCO- [fls. 13 y s.s.] alega la improcedencia de la acción de tutela en cabeza del señor Reinerio Moscoso Ospina, porque los derechos que indica como vulnerados pueden ser objeto de otro medio de defensa judicial, toda vez que lo que pretende es la protección de derechos de carácter colectivo, aunado a ello, el actor tampoco se encuentra frente a un perjuicio irremediable ante el cual la tutela procedería como mecanismo transitorio. Tampoco se ha violado el derecho de petición como lo afirma la parte actora. La vulneración del derecho al trabajo tampoco tiene sustento probatorio, además la protección de este derecho se realizaría de manera patrimonial o económica, evento en el cual se incurriría también en improcedencia de la acción porque para ello se tendría otro mecanismo de defensa judicial. Tampoco se vulnera el derecho a la igualdad porque todas sus actuaciones se ciñen a lo establecido en los ordenamientos legales y constitucionales buscando siempre el bienestar general de la comunidad.
Por su parte, Autopistas del Café expresa que no ha vulnerado derecho de petición alguno en cabeza del actor. Manifiesta que el predio de propiedad del accionante donde ejerce su actividad comercial nunca contó con un acceso vehicular, con antejardín o con bahía para el estacionamiento de vehículos, por lo que no está obligado a adoptar medidas como las que pretende el accionante. No se vulnera el derecho al trabajo por no contar con un pequeño tramo de vía donde los compradores indebidamente se puedan estacionar; tampoco el derecho a la libre personalidad entendido como la posibilidad de escoger ocupación o formación laboral, es que no se entiende como la construcción de un andén pueda constituir una violación a los derechos invocados por el accionante.
VII. CONSIDERACIONES
El artículo 86 de la Constitución Política consagra la acción de tutela para que cualquier persona pueda reclamar la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública.
Se trata de obtener una orden judicial de cumplimiento inmediato para la defensa de los derechos fundamentales, a través de un procedimiento preferente y sumario, que puede ser ejercido siempre que no exista otro mecanismo de defensa o en forma transitoria para evitar un perjuicio irremediable.

En el caso que se estudia lo que se pretende es que se hagan unas vías de acceso al lugar de trabajo del accionante, para evitar afectación económica y laboral que ha sufrido como consecuencia de la construcción de un tramo de la Autopista del Café.
Los derechos que se estiman, son los derechos de petición, al trabajo, al libre desarrollo de la personalidad y a la igualdad. 
Como ya se anotó el accionante funda su inconformidad en la construcción del proyecto de desarrollo vial Armenia – Pereira – Manizales, y las obras que de ella de desprenden, las que presuntamente le han generado perjuicios económicos.
El proyecto de desarrollo vial Armenia – Pereira – Manizales, forma parte del contrato de concesión N° 0113 de 1997, suscrito entre Autopistas del Café e INVÍAS.
Adujo en principio el demandante que se le estaba vulnerando el derecho de petición, sin embargo al interesado se le comunicó una respuesta  de manera escrita. En la aludida contestación se indica como “no se ha registrado impacto de índole alguna a la heredad de su propiedad, dado que tanto la construcción de la calzada como los andenes no intersectan (sic) ni irrumpen ningún elemento ni la continuidad del inmueble por medio del cual ejerce su actividad comercial”. También se aclara que “…el predio sobre el cual (en su calidad de peticionario) está ejerciendo sus actividades comerciales, ni en la actualidad ni de tiempo atrás ha contado con un acceso vehicular, no posee antejardín o bahía para el estacionamiento de vehículos, ni siquiera dispone de puerta de garaje, su vía de acceso se sintetiza en unas escaleras en la margen derecha del inmueble” (fl.43).
Si eventualmente se causaran molestias o perturbaciones a los vecinos de un sector  por una obra en construcción, para ello existen las acciones colectivas, vía judicial en la que podrían allegarse todos lo elementos de juicio para demostrar la existencia  de los perjuicios, su causa, su entidad y cuantía, la forma de resarcirlos si a ello hubiere lugar, y la toma de previsiones que hicieran compatible el interés publico de la obra (en este caso lo es) con los derechos de los ciudadanos afectados, también podrían promoverse acuerdos que permitan el desarrollo de la obra con los menores altibajos posibles, e interponerse acciones judiciales de contenido indemnizatorio. Ante la presencia de  medios alternativos,  la  acción de  tutela sólo procedería como mecanismo excepcional para evitar el perjuicio irremediable de un derecho fundamental. Esa exigencia brilla por su ausencia en el evento de estudio. La afirmación de que el predio no contaba antes con zona de parqueo ni vía especial de acceso (sólo unas escalinatas) no aparece desmentida sino corroborada con las fotografías aportadas.
En suma, no puede descartarse que la construcción de una obra pueda causar incomodidades e incluso efectos económicos. Pero reconocer por vía de tutela la afectación de un derecho fundamental, conlleva además un problema de prueba, pues debe el actor demostrar por qué el nivel de afectación es constitucionalmente intolerable y vulnera el núcleo esencial de un derecho fundamental, entendido como aquel en que el derecho no admite mayor restricción sin riesgo de desdibujarse o hacerse nugatorio. Ese supuesto  no se da en relación con los derechos al trabajo y la igualdad. Respecto del primero, por que no existe evidencia de  que la actividad lucrativa o laboral del señor Moscoso Ospina se esté viendo anulada o seriamente restringida, hasta el punto de que demande una especial protección constitucional. Sólo es una afirmación sin sustento probatorio. Lo mismo puede decirse sobre el supuesto trato diferente al de otros habitantes del sector. No puede colegirse sin más que la parte técnica de la obra imponga cargas más dispendiosas a unos a otros, cuando, se reitera, no se prueba que el accionante o el público hubiera visto impedido el ingreso al  predio de marras,  hasta el punto de cercenarle el derecho al trabajo. Más que una vulneración de derechos fundamentales, puede concluirse  que existe en el evento una disparidad entre el interés particular y el interés público que significa  la construcción de la obra, debiendo ceder el primero de ellos. No sobra recalar que no se niega el interés legítimo que el accionante y otros vecinos pueda tener en la forma como se realiza la obra (pudiendo adelantar acciones de índole legal) sino que  no refulge la vulneración de un derecho fundamental que amerite el amparo constitucional de manera excepcional, ante la ausencia de prueba del perjuicio irremediable alegado. Menos aún aparece vulnerado el derecho al libre desarrollo de su personalidad. 
Esta decisión se notificará por el medio más eficaz y en firme, se enviará con el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

Por lo expuesto, el Tribunal Superior de Pereira, Sala Laboral, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución,

VIII. FALLA

1. NO TUTELAR los derechos fundamentales invocados como vulnerados por el señor Reinerio Moscoso Ospina, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.
2. Notifíquese la decisión por el medio más eficaz.

3. La presente sentencia puede impugnarse ante la H. Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, dentro de los tres (3) días siguientes a su notificación. 

4. En caso de no ser impugnado este fallo remítase junto con el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los magistrados, 
ILDEFONSO MUÑOZ CARDONA
HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO
Secretaria
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